Autovictimización de la mujer y vulneración del debido proceso del denunciado, en el marco de la Ley 30364, Huaraz-2020 by Genebrozo Jara, Soledad Francisca & Tadeo Colonia, Luz Karina
  
 
FACULTAD DE DERECHO Y HUMANIDADES 
ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 
Título de la Tesis 
Autovictimización De La Mujer y Vulneración Del Debido Proceso Del 
Denunciado, En El Marco De La Ley 30364, Huaraz-2020 
 




Genebrozo Jara, Soledad Francisca (ORCID: 0000-0002-8229-5943) 
Tadeo Colonia, Luz Karina (ORCID: 0000-0003-3778-602X) 
 
ASESOR: 
Dr. Matos Quesada, Julio César (ORCID: 0000-0002-4795-9337) 
 
































A Dios por su amor incondicional y por 
estar ahí en el correr de mi vida. 
A mis padres Efraín Genebrozo y Aydeé 
Jara, ellos son el pilar fundamental y 
apoyo en mi formación académica, así 
por haberme inculcado buenos valores. 
Me educaron con reglas y algunas 
libertades, pero al final me motivaron 
constantemente para alcanzar mis 
anhelos. 
                   Soledad F. Genebrozo Jara. 
     A Dios por darme fuerza, 
paciencia y sabiduría. 
     A mi padre Gabriel Tadeo y a mi 
madre Rosa Colonia, que con su 
amor, esfuerzo han velado por mi 
bienestar y educación a lo largo de 
mi vida siendo mi apoyo 
incondicional en todo momento, 
siempre motivándome a cumplir 
las metas que me he trazado. 





Primeramente, agradecer a Dios por haber 
guiado nuestros pasos en nuestra vida 
universitaria, del mismo por habernos 
permitido llegar hasta donde hoy estamos, 
culminando nuestra carrera profesional 
satisfactoriamente. 
A nuestros amigos y familiares, por cada 
consejo y palabra de aliento para seguir 
adelante en nuestra investigación.  
A los Directivos, Docente y Asesores de la 
Universidad Cesar Vallejo, entre ellos al Dr. 
Julio Cesar Matos Quesada y Dr. Roman Loli 
Romero Tarazona, quienes nos brindaron 
apoyo para la realización de la presente tesis. 
A todos ellos eternamente agradecidas. 












Índice de contenidos 
 
Caratula ..........................................................................................................................................i 
Dedicatoria .................................................................................................................................... ii 
Agradecimiento ............................................................................................................................ iii 
Índice de contenidos .................................................................................................................... iv 
Resumen ....................................................................................................................................... v 
Abstract ........................................................................................................................................ vi 
I. INTRODUCCIÓN .....................................................................................................................1 
II. MARCO TEÓRICO ...................................................................................................................4 
III. METODOLOGÍA ................................................................................................................ 21 
3.1. Tipo y diseño de investigación ..................................................................................... 22 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización .................................................. 22 
3.3. Escenario de estudio .................................................................................................... 23 
3.4. Participantes ................................................................................................................ 23 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos ........................................................ 24 
3.6. Procedimientos ............................................................................................................ 24 
3.7. Rigor Científico ............................................................................................................. 25 
3.8. Método de análisis de datos ........................................................................................ 25 
3.9. Aspectos éticos ............................................................................................................ 25 
IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN .............................................................................................. 26 
4.1. Resultados ................................................................................................................... 26 
4.2. Discusión ...................................................................................................................... 27 
V. CONCLUSIONES.................................................................................................................... 33 
VI. RECOMENDACIONES ........................................................................................................ 35 










El presente trabajo de investigación titulado “Autovictimización De La Mujer y 
Vulneración Del Debido Proceso Del Denunciado, En El Marco De La Ley 30364, 
Huaraz-2020”, tuvo como objetivo general “Analizar las consecuencias jurídicas de 
la autovictimización de la mujer, en el marco la ley Nº30364, durante el año 2020”. 
Asimismo, el método empleado corresponde al diseño teoría de investigación – 
acción, así también el tipo de estudio corresponde a una investigación básica. 
Consecuentemente la técnica que se empleo fue la entrevista a profundidad y el 
instrumento fue la ficha de entrevista.  Por ello, dentro de los participantes se 
encontraron: Dos jueces, dos fiscales del Distrito Judicial de Ancash, como también 
cuatro abogados particulares y tres denunciados por violencia familiar.  
Los resultados de la entrevista permitieron concluir que los Jueces de la Ciudad de 
Huaraz en el año 2020, dictaron las medidas de protección en un plazo de 24 horas 
sin una previa audiencia. De esta manera limitando el derecho a la defensa del 
denunciado. Así mismo se dilucida que las consecuencias que traen las falsas 
denuncias son el daño moral, daño patrimonial y también se afecta el interés 
superior del niño siempre que tengan una familia conformada. 
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The present research work entitled "Self-victimization of women and violation of the 
due process of the accused, within the framework of Law 30364, Huaraz-2020", had 
as a general objective "To analyze the legal consequences of the self-victimization 
of women, in the framework the law Nº30364, during the year 2020”. Likewise, the 
method used corresponds to the theory-action research design, as well as the type 
of study corresponds to a basic research. Consequently, the technique used was 
the in-depth interview and the instrument was the interview sheet. Therefore, among 
the participants were: Two judges, two prosecutors from the Ancash Judicial District, 
as well as four private lawyers and three denounced for family violence. 
The results of the interview allowed to conclude that the Judges of the City of Huaraz 
in 2020, used Legislative Decree No. 1470, a decree that was issued by the state 
of emergency, where they allow them to dictate protection measures within a period 
of 24 hours without a prior hearing. In this way, limiting the right to defend the 
accused since the time limit for issuing the protection measures is less. Likewise, it 
is elucidated that the consequences of false complaints are moral damage, property 
damage and the best interests of the child are also affected as long as they have a 
formed family. 
 




Nuestra sociedad ha venido enfrentando problemas concernientes a la 
violencia ya que este no tiene límites culturales ni geográficos, por lo que se ha 
convertido en frecuentes problemas de mucha preocupación, en vista que 
actualmente, pese a que el estado se ha preocupado de organizar programas 
de prevención en contra de la violencia familiar, sin embargo, no se ha 
disminuido el aumento de porcentaje en este gran problema social, ya que cada 
vez son más las mujeres que denuncian. 
Es por ello que la presente investigación denominado “Autovictimización 
de la Mujer y Vulneración Del Debido Proceso Del Denunciado, En El Marco De 
La Ley 30364, Huaraz – 2020”. 
Es de suma relevancia, debido a que, desde que entró en vigor la ley Nº 
30364, que sanciona erradica y previene la violencia contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar, ha causado varias controversias en nuestro país; 
puesto que en los últimos años el estado sobreprotege demasiado a la mujer 
con esta ley, en cierta medida a que la sociedad aún considera que la mujer es 
el “sexo débil”; por la que algunas se auto victimizan para así generar pena y 
conseguir sus objetivos. 
Asimismo, se han visto casos que existen un uso indebido y abusivo de 
las víctimas, ya que en algunas ocasiones las supuestas víctimas solicitan las 
medidas de protección con el único propósito de chantajear o para mortificar a 
los supuestos agresores, para así conseguir sus propios intereses personales y 
perjudicando de esta manera al aparente agresor. De la misma forma esta ley 
estaría vulnerando el derecho a la igualdad, Derecho a la contradicción, debido 
proceso y de defensa, en las que están amparadas en nuestra constitución del 
1993; el Dr. Latorre (2017) nos dice que “el derecho a la igualdad es la base del 
estado y que esta ampara en nuestra constitución, ya que toda persona nace 
libre, iguales en dignidad y derecho, por lo que no debe haber un trato injusto” 
(p.6). Por esta razón en la ley Nº 30364 debe estipularse un tiempo razonable 
para que el denunciante realice sus descargos precedentes antes de que se 
dicten las medidas preventivas y en algunos casos hasta las medidas 
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cautelares, para así no vulnerar con el debido proceso ya que al momento de 
dictarse las medidas de protección lo hacen dentro de las 72, 48 o 24 horas, por 
lo que no hay una debida notificación al denunciado para que este ejerza su 
derecho a la defensa, presentando sus descargos. 
Es importante mencionar que el mal manejo de las medidas de protección 
trae consecuencias jurídicas negativas ante el supuesto agresor y ante la 
sociedad; puesto que cuando las supuestas víctimas desvían la naturaleza y el 
objeto por la cual fue creada la ley, induce una afectación total en la sociedad 
de forma directa; debido que actualmente existen casos en los que los 
individuos son acusados de forma injusta o sin razón alguna, demostrándose 
así el ánimo de perjudicar a los supuestos agresores. 
Por otra parte, nuestro país es un estado de derecho por la que es su 
obligación asegurar que se respeten nuestros derechos, sin distinción alguna, 
ya que dentro de nuestro marco constitucional artículo 139º inciso 3°estipula “La 
observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional”; de hecho, son 
formalidades esenciales que deben observarse en los procedimientos legales 
para asegurar y defender los derechos de toda persona acusada de cometer 
delito, en vista que al no presentar pruebas o elementos de convicción en el 
proceso demuestran la culpabilidad del supuesto agresor y así perjudicando a 
personas inocentes y que de alguna forma se convierten en víctimas del abuso 
de sus supuestas víctimas. 
Por consiguiente, existe un vacío legal en la ley Nº 30364, en la que se 
debe establecer un plazo razonable para que el denunciado presente su versión 
o elementos de convicción que le favorezcan y así proceder su derecho de 
defensa para que el juzgado dicte las medidas de protección, asimismo debe de 
existir una sanción drástica para aquellas mujeres que hacen denuncias falsas 
con la única razón de dañar o perjudicar a sus parejas o exparejas con fines 
revanchistas; ya que al hacer denuncias injustamente causan daños 
psicológicos, morales, económicamente en los supuestos agresores. 
En consecuencia, de lo mencionado, nos planteamos la siguiente 
interrogante: ¿Qué consecuencias jurídicas genera al denunciado la auto 
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victimización de la mujer, en el marco de la aplicación de la ley N°30364, en la 
ciudad de Huaraz-2020? 
En cuanto a la justificación de la presente investigación en la aplicación 
de la ley N°30364 se puede observar cómo esta ley vulnera los derechos del 
denunciado ya mencionados con anterioridad, debido a que no existe una norma 
específica en la que el denunciado pueda hacer sus descargos, antes que se 
dicten las medidas de protección, por lo que no se podría demostrar si esas 
denuncias de las supuestas víctimas sean veraces. Justificación teórica, la 
investigación se realiza con el propósito de aportar todas aquellas bases 
doctrinarias que estén relacionadas al derecho a la defensa, el debido proceso 
como derecho fundamental, y que este debería de ser ejercido en un proceso. 
Justificación social, se justifica socialmente en el aspecto que se logrará que no 
se dilatará el tiempo en procesos sin relevancia y carecientes de suficientes 
medios de prueba y que el supuesto agresor pueda presentar medios de 
defensa, antes que se dicten medidas de protección a las supuestas víctimas, 
así también se puede ver casos que la misma mujer daña su integridad física 
para así victimizarse ante la justicia y la sociedad. Justificación metodológica, la 
investigación efectúa la elaboración de aquellas exigencias de la guía de 
productos observables del procedimiento de investigación de fin de la carrera 
de la Universidad César Vallejo, aplicando teorías jurídicas y el método 
científico, y todos aquellos instrumentos idóneos adquirientes la cabal 
observancia de los fines de la presente investigación, habiendo confirmado la 
validez, consecuentemente a la confiabilidad de la investigación estas, se 
tomará la utilización en otros trabajos concernientes a investigaciones. 
Justificación jurídica o normativa, la presente investigación se justifica en que 
se ajusta a las siguientes exigencias normativas: Constitución Política, 
legislación universitaria N°30220, reglamento de estudios de conforme a la 
universidad César Vallejo, reglamento de la facultad de derecho y humanidades 
UCV, reglamento de investigación y la guía de productos observables. 
Por consiguiente, nuestro Objetivo general vendría a ser: Analizar las 
consecuencias jurídicas de la autovictimización de la mujer, en el marco la ley 
Nº30364, durante el año 2020. Así también, se tiene los siguientes objetivos 
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específicos: Indicar que criterios se toma para dictarse las medidas de 
protección, que perjudican al denunciado; y como segundo objetivo específico; 
Identificar aquellos derechos que se vienen vulnerando al denunciado, 
posteriormente de haberse dictado las medidas de protección. 
II. MARCO TEÓRICO 
Como antecedente internacional encontramos a Villacis (2013) en su 
tesis titulada Relacionada con la falsa denuncia sobre violencia dentro de la 
familia las cuales se presentaban a la comisaria, ocasionando daños morales, 
menciona que la norma establecida, en la Ley Contra la Violencia a la Mujer y 
la Familia, que tiene como finalidad erradicar la violencia contra la mujer y la 
familia, ha dejado lagunas jurídicas que proporcionan la vulneración de los 
derechos del denunciado que está contemplado en la constitución de la 
república del Ecuador, ya que es notable el incremento de denuncias con las 
características de falsedad en las versiones que de desprenden de una 
supuesta violencia familiar, donde las medidas de amparo dirigidas a 
salvaguardar la integridad se dan de forma rápida por la delicadeza de los 
hechos, donde de nuestro punto de vista se afectan derechos de la persona, 
ya que la única finalidad de la denunciante es manipular la justicia para 
conseguir objetivos económicos y personales, agraviando el buen nombre del 
denunciado, reputación y honor. 
Puebla (2018) quien en su investigación hace referencia “la falta de una 
disposición normativa legal que determine en qué tipo de casos debe de darse 
por revocadas las medidas preventivas en este caso de protección 
relacionadas con el código orgánico penal, ya que se transgrede el derecho a 
la defensa de un supuesto agresor, que proviene de hechos de violencia 
familiar en la ciudad de quito año 2016”, llega a dilucidar que la violencia 
intrafamiliar en la actualidad no solo es ejecutada por los varones sino también 
por las mujeres, quienes también pueden ser tan violentas como ellos, las 
cuales al ser víctima de violencia no denuncian por miedo, más por el contrario 
se mantienen en silencio para no ser ridiculizado por la sociedad, ya que la 
sociedad aún tiene el criterio o la mentalidad machista por lo que se considera 
que el hombre es el más violento en el núcleo familiar. Asimismo, manifiesta 
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que las medidas de protección son mecanismos que han sido creados con la 
finalidad de salvaguardar a quienes hayan sido víctimas de violencia 
intrafamiliar; sin embargo, si son utilizados con mala fe y con el único objetivo 
de poder producir algún perjuicio, ya sea por venganza y con ello afectando a 
personas inocentes, la ley pierde su naturaleza jurídica por la que se creó; es 
decir,  cuando existe el uso indebido por parte de las supuestas víctimas con 
la intención de conseguir solo los fines personales. Es por ello que la ley debe 
actuar de forma inmediata para regular dichos comportamientos ilegales que 
perjudican al imputado. 
Como antecedente Nacionales encontramos a Garro y Moreno (2019) 
manifiesta acerca del daño de los derechos de defensa del emplazado en el 
proceso de medidas de resguardo en la ley Nº 30364 nos señala que la ley está 
vulnerando los derechos fundamentales que están amparadas en nuestra 
constitución política del Perú, como el derecho al plazo razonable, de 
contradicción, debido proceso que esta encuadrados dentro del derecho de 
defensa, por la que la ley vulnera tal derecho debido a que solo establece 48 
de lapso para brindar medidas de resguardo, protección a la supuesta víctima, 
conllevando así, que no se pueda notificar al denunciado oportunamente y 
determinando que el supuesto agresor no podrá hacer uso de sus derechos 
relativos a la defensa y presentación de pruebas. 
Santillán (2019) acerca de “La vulnerabilidad de los derechos de defensa 
de los supuestos agresores y los procesos de violencia en el aspecto 
psicológico en la ciudad de Moyobamba 2018”, llegó como terminación que el 
daño que se da en el derecho a la defensa se dio prácticamente en un 
porcentaje totalitario, es decir en un cien por ciento mientras que los daños a 
la tutela jurisdiccional efectiva de si en un treinta y cuatro por ciento, por la que 
el en promedio el derecho constitucional de carácter defensivo del imputado es 
“alta””. 
Yumpe (2018) en su investigación de otorgamiento de medidas de 
urgencia en materia de violencia familiar en el primer juzgado de familia de 
Huánuco en el año 2018, señala que la violencia hacia la mujer afecta el interés 
público y social, por lo que se ha llegado a modificar el artículo 122 del Código 
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Penal, concordante con la norma Nº 30364, por lo que está referido a la víctima, 
en este caso la mujer y que es lesionada por su condición de tal. Por ende, 
indica que esta norma es solo para sancionar a quienes ejercen violencia 
contra la mujer. 
Antecedente Local Rosales (2018) En “Los procesos prevenientes de 
violencia familiar y el derecho dirigido a el debido proceso y la correcta defensa 
del denunciado en aplicación a la disposición legal N° 30364”, llegó a la 
terminación que hay dos tipos de doctrinas en las que unos están a favor de la 
ley ya que se determina que se da un espacio correcto para el resguardo de 
las víctimas que sufren violencia; sin embargo, otros doctrinarios consideran 
que esta ley vulneran los derechos el denunciado en el proceso de dictarse las 
medidas de resguardo, sino también la carga procesal y laboral para los 
juzgadores que genera la ley Nº 30364. 
Cabrera (2018) acerca del incremento del poder punitivo acerca de 
casos de violencia contra la mujer y familiar provenientes en el marco de la ley 
30364 hace referencia al respecto a los principios de igualdad, derecho penal 
y constitucional, por ello manifiesta que si bien es cierto la norma reconocer la 
igualdad de todos los ciudadanos esta no influye en los mecanismos que se 
utilizaran para determinar la sanción efectiva , no teniendo la relación de 
igualdad de sexo con el proceso en curso, ya que hay instituciones que realizan 
actos de discriminación; y es así que se estigmatiza por razones sociales que 
proviene de hace mucho tiempo atrás. 
Entonces claramente se podría ver la desigualdad social que existe en 
la actualidad, en vista que el estado tiene una sobreprotección con las mujeres 
y denegando ciertos derechos al supuesto agresor, con ello de que igualdad 
hablamos si existe una contradicción de las leyes. 
La violencia no ha dejado de existir tanto entre el varón y la mujer, es un 
inconveniente social y de salud que perturba a todos sin distinción de clases 
sociales, en las que algunos estudios consideran que su causa fundamental es 
la de tener poder y el mando del hombre, causándole así, agresiones físicas y 
psicológicas a terceros para subordinarlas a su mandato. 
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La (RAE, 2019), manifiesta que la violencia es: “Aquel carácter violento, 
que se manifiesta en la acción y este surte efecto de constreñir o violentarse, lo 
cual se toma en cuenta la acción violenta fuera de lo normal, modo de compeler 
a una mujer” 
Finalmente, Black (2018) hace mención a cerca de la violencia familiar 
en la que nos dice que es el uso de la fuerza, y que esta puede infligir lesiones 
y dolor, pero también se incluye cualquier amenaza, plan o el intento de usar la 
fuerza, también se cuenta como violencia desde sujetar a un niño revoltoso o 
jugar bruscamente hasta llegar a golpearlo, torturar, amenazar, bombardear y 
genocidio, y su objetivo puede ser humano o no humano, y en muchos casos es 
moralista, una forma de justicia. En cuestión de lo mencionado la mayor parte 
de la violencia pertenece al mismo círculo familiar sociológica. 
Por esa razón nuestro país promulgó el 24 de diciembre de 1993 la ley 
del TUO N° 26260 dirigida a la protección familiar; sin embargo, al no cumplirse 
con los objetivos de reducir la violencia hacia a la mujer, se derogó dicha norma, 
por la que en nuestro ordenamiento jurídico entra en vigencia el 25 de 
noviembre del año 2015 la disposición normativa referente a la protección, 
sanción y prevención previsto en la ley N° 30364; empero, desde que entró en 
vigencia esta norma estaría vulnerando los derechos fundamentales del 
denunciado, como el debido proceso, el derecho que incluye a la defensa 
correcta, derecho a la contradicción, al plazo razonable, la debida notificación, 
que está estipulada en el artículo 139º inciso 3º y 14º en  nuestra constitución 
política. 
Primero debo mencionar los tipos de violencia que se encuentran 
amparadas en la ley N°30364 en su artículo 8° reconoce los tipos de violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar en las que encontramos: 
 Violencia Física: Menciona que es toda acción que causa daño a la 
integridad personal o a la salud. Estas pueden incluir maltrato por 
negligencia, o todas aquellas que tienen que ver con ciertas 
privaciones de necesidades básicas, y que a consecuencia de ello 
se ocasiona daños físicos o que en el futuro puede llegar a originarlo. 
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 Violencia Psicológica: Se define como el uso deliberado del abuso 
psicológico o aquella acción que tiende al control de la persona, 
como el de humillarla con palabras soeces, incluyendo insultos, 
avergonzarlas sin importar el tiempo que esta tarde en recuperarse 
de este maltrato. 
 Violencia Sexual: Vienen hacer aquellas acciones específicamente 
de naturaleza sexual, que este hecho se realiza sin la aprobación, 
bajo violencia o coerción. Este tipo de violencia incluye actos que no 
necesariamente impliquen la penetración, en estas podemos 
encontrar como la exposición de material pornográfico que estas se 
ventilan sin el debido consentimiento de las víctimas.  
 Violencia Económica y Patrimonial: Aquella acción que causa un 
menoscabo el los recursos económicos como también patrimoniales, 
en ellas podemos encontrar la tenencia de sus bienes; así también 
vemos la retención o destrucción de las herramientas de trabajo que 
faciliten a la víctima a solventar sus gastos; cabe mencionar que la 
limitación o el control de sus salarios de ingresos mensuales si estas 
trabajasen en un mismo lugar. Y por último si estas tuviesen hijos los 
limiten con los recursos destinados a satisfacer sus necesidades 
básicas e indispensables para sobrellevar sus necesidades, así 
como sus obligaciones alimentarias por parte de la pareja.  
Ya habiendo mencionado los tipos de violencia, ahora procederemos a 
señalar como es el proceso antes de dictarse las medidas de protección; según 
la norma antes mencionada la denuncia por violencia a la mujer o los integrantes 
del grupo familiar, por cualquier tipo de agresión, puede realizarse por la víctima 
o por terceros a favor de la víctima, para lo cual no es forzoso que presenten sus 
documentos de identidad para registrar sus denuncias, esto se puede ejecutar 
de manera verbal o escrita en las entidades del Ministerio Público, el Poder 
Judicial y ante la Policía Nacional del Perú, no es necesario presentar ningún 
medio probatorio para la denuncia (artículo 19); ya que con la sola declaración 
de la víctima se desvirtúa la presunción de inocencia; siendo esto así, si la 
denuncia se realiza ante la Policía Nacional de Perú, este tiene la obligación de 
comunicar e informar de manera inmediata al Ministerio Público para que realice 
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la investigación correspondiente; asimismo, se le informa al Poder Judicial para 
que se imponga las medidas de urgencia; si la denuncia se realiza ante el 
Ministerio Publico este tiene el deber de informar a la Policía Nacional del Perú 
para que hagan el socorro o vigilancia correspondiente, finalmente, tiene que 
remitir en el plazo de 24 horas, todo los actuados al Juzgado de Familia para que 
emita las medidas de protección o cautelares oportunos. Al momento de que el 
juzgado de familia tome conocimiento de la denuncia, este tiene la obligación de 
dictar las medidas de protección dentro de las 24 horas, en casos severos, en 
48 horas, sin son casos de riesgo leve o moderado y en el plazo de 72 horas, 
cuando no se pueda determinar el riesgo (artículo19 TUO de la ley N.º 30364). 
Además, el juzgado de familia tiene el compromiso de citar a las partes, 
por el medio más célere, como teléfono, correo electrónico o cualquier otro medio 
más vertiginoso; si no se llega a ubicar a las partes se deja constancia de la 
inasistencia de ambas o, de una parte, en caso de que el denunciado asista a la 
audiencia se le tendrá por notificado en dicho acto, finalmente se lleva a cabo la 
audiencia de tutela de urgencia (artículo 35º de la ley Nº 30364). 
inclusive Harvey (2016) menciona que la violencia familiar es un 
problema social, por esta razón se ha creado leyes que erradiquen la violencia, 
en ello encontramos las medidas de protección que son otorgadas por el estado 
con la finalidad de prevenir futuros feminicidios, sin embargo, estas son 
otorgadas sin una previa investigación a los supuestos hechos delictivos. 
Wea, Horselenberg y Van (2016) aseguran que las acusaciones falsas 
constituyen un problemas y que pueden causar daño, la jurisprudencia y la 
doctrina han distinguido que en una acusación falsa el bien jurídico tutelado es 
dual, por un lado la correcta función de la justicia ya son efectos negativos 
injustificados, si no que este puede verse perjudicado donde el cual se ve que 
el poder del estado en ese ámbito ha sido engañado, incluso que ha sido 
obligado de manera indirecta a tomar decisiones que en muchos casos son 
injustificados. y por el otro el honor de la persona a la que le hacen responsable 
del supuesto de hechos delictivos que culminan con una sanción penal basada 
en la norma manipulada por las declaraciones falsas. 
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La victimización es el proceso de ser victimizado, sea este desde un 
punto de vista psicológico, físico, sexual o moral (Pásara,2015). 
Históricamente el proceso de victimización se estudió sobre todo desde 
el punto de vista del delincuente, este con la intención de centrarse en su 
motivación y las causas del delito, desde este punto de vista este nuevo 
enfoque, al dar luz a las víctimas, nos permite enfocar aquellas experiencias y 
consecuencias de la victimización y el impacto en la vulnerabilidad y su calidad 
de vida. Por ello el término de victimización se suele utilizar en forma genérica 
para identificar los estudios que se investigan el delito, todo ello asumiendo a 
las víctimas como foco principal. 
La RAE (2019) define victimizar “convertir en victimas a personas o 
animales” 
De la misma forma, Durks, Silva, Valduga (2018) refiere que la mujer y la 
sociedad justifica la victimización a través de estigmas biológicos, psicológicos, 
ya que la sociedad las a etiquetado de débil de carácter y físico por la que 
necesitan la protección por parte del marido, padre y por el estado. 
Cuando existe una falsa acusación por violencia intrafamiliar, el único 
motivo es causar daño (dolosamente), lesionar e importunar al denunciado, así 
lesionando su honra, ya que para un hombre el valor máximo es el honor; por 
tanto, estas falsas acusaciones por la supuesta víctima se dan por venganza, 
rencor y resentimiento hacia el denunciado (Espada, 2017). 
Cabe destacar que Pérez (2018) manifiesta que es un problema complejo 
ya que la victimización en la pareja es un problema social jurídico de rasgos 
históricos, ya que el victimario y victima son frecuentes; por tanto, esta 
frecuencia indeterminada e intercambiables y el conocimiento es escasa debido 
a que el sistema jurídico social se centra solo en violencia de género (hacia la 
mujer) y no conllevan analizar que puede existir el cambio de sujetos de victima 
a victimario. 
En tal sentido, Matos (2016) nos menciona que es importante efectuar 
una conceptualización adecuada, respecto a la calificación de la víctima, ya que 
esto ha traído consecuencias, debido a que no hay una definición concreta y 
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acertada, tanto en la doctrina, jurisprudencia, derecho penal o civil, y es por eso 
que al no reconocer a la víctima de una manera adecuada crea una serie de 
confusiones que son necesarias corregirlas. 
Asimismo, define a las autovíctimas como aquellas que se causan daño 
a sí mismas. Por ejemplo: automutilaciones, juego, etc. 
también menciona que la victimización es el conjunto de situaciones, 
mecanismos o aquellas circunstancias mediante el cual una persona es 
victimizada, o es convertida en víctima. Y estas se dan en distintos niveles: 
a. Primera Victimización: Es aquella victimización propiamente dicha, que 
esta se refiere a todo proceso referido al delito, es también cuando una 
persona se convierte en víctima por otra persona, ya sea por la comisión 
de un hecho delictivo de una acción doloso o culposa. 
b. Segunda victimización: Trata esencialmente del proceso que se da de un 
encuentro con todos los controles formales; llámese policía, y la 
administración de justicia, abogados, y es aquí en donde se habla sobre 
la sobrevictimización. 
c. Tercera victimización: Es aquel proceso que se da en su encuentro con 
los controles informales acoplados a su propia historia de vida. 
d. Cuarta victimización: En este aspecto es producido por la víctima a sí 
misma, al ver que ha sido sobre victimizada por los controles formales e 
informales. (pág. 82). 
Por otro lado, los datos considerados en la denuncia, que sean de 
procedimientos penales y civiles registrados, y estas sean por violencia 
familiar, basta solo con la formalización de la denuncia para que se de dicten 
medidas de protección hacia las víctimas, en caso concreto respecto a la 
materia penal, centrándonos a la protección de menores se suspende la 
guardia y custodia y seguidamente la suspensión de régimen de visitas. Así 
mismo manifiesta que las medidas de protección dictadas, podrían 
ratificarse, levantarse o modificarse, dicho esto la víctima debe plantear el 
procedimiento de familia que este estime conveniente (Ruiz ,2014). 
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En tal sentido Durand, Savón y Hernandéz (2014) hacen mención que la 
violencia incluye relaciones de fuerza y de denominación, así mismo manifiestan 
que la causa esencial de la violencia familiar radica en los factores 
socioculturales, la educación. Las cuales coexisten con algunas conductas 
marginales y por consiguiente se da la producción de un delito, asi mismo los 
hechos relacionados a la violencia familiar que concierne un delito deben ser 
verosímiles y estos hechos deben ser probados.  
El cuerpo normativo de la Ley Nº 30364, establece que los requisitos para 
emitirse las medias de protección son: 
 La preexistencia de violencia basada en distinciones de género. 
 Establecer si la supuesta víctima se encuentra dentro de los criterios 
de protección. 
 Sí existe vínculo alguno entre el agresor y la víctima. 
 Finalmente, si los hechos denunciados establecen o no violencia 
según los tipos de violencia que están amparadas en el artículo 8º. 
Sin embargo, no se llega a cumplir con los requerimientos, ya que con la 
sola declaración o afirmación de la supuesta víctima se llegan a otorgar las 
medidas preventivas. 
Duran, Sánchez y Vilela (2018) manifiestan que la constitución es la 
norma jerárquica y suprema dentro de las normas jurídicas, por lo que todos los 
organismos del estado deberán someterse a este ordenamiento nomotético por 
sobre todas leyes y buscar la aplicación eficaz de sus principios y derechos 
fundamentales prescritas para que se cumpla el debido proceso y así no 
producir una inseguridad jurídica. 
Ramírez (2018) refiere que el debido proceso consagrada en la carta 
magna, que ampara la realización del proceso judicial, por la que se aplica para 
todos los procesos para resolver todos los conflictos de manera justa, con la 
observancia del cumplimiento de los principios y derechos que ejerce la persona 
desde un inicio hasta la conclusión del proceso. Asimismo, indica que no debe 
haber un acto discriminatorio en un proceso, ya que todos deben ser tratados 
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por igualdad. Por otro lado, nos manifiesta que el debido proceso comprende 
los siguientes derechos: 
 El Derecho a la Jurisdicción: Que todos tenemos acceso a la justica, 
por tanto, no hay actos discriminatorios. 
 El Derecho al Juez Natural: El magistrado tiene la capacidad jurídica 
y lógica para administrar la justicia. 
 El Derecho a la Defensa: se va garantizar que las partes deben ser 
oídas, que puedas presentar los instrumentos que consideren 
necesarios, como disponer de un abogado de su libre elección y el 
derecho a la igualdad. 
 El Derecho a un proceso Público: Que el proceso se realice en tiempo 
razonable. 
 El Derecho a la Independencia del Juez: 
 El Derecho a la Prueba: va ser considera cuando las pruebas sean 
legales, licitas y verídica. 
Por otro lado, menciona que la debida notificación es un fundamento 
esencial del debido proceso, ya que se pondrá en conocimientos a las partes 
procesales, para que en su momento presente instrumento o para que puedan 
ejercer correctamente su derecho a la defensa; las notificaciones pueden darse 
por el correo electrónico, o mediante la notificación física. 
En el artículo “El Debido Proceso: Una Construcción Principialista en la 
Justicia Administrativa” nos dice que el debido proceso es un derecho 
constitucional ya que vivimos en un estado democrático, porque a pesar que 
exista la informalidad del procedimiento administrativo debe garantizar la 
situación jurídica de los administrados, ya que tiene primacía de los demás 
principios (Bechara, 2015). 
Espinosa (2005), da a conocer que el ordenamiento jurídico no especifica 
qué derechos componen al debido proceso, ya que solo se basa de doctrina y 
jurisprudencia para adaptarse a algunos derechos como: 




b. Derecho de contradecir o defender nuestros alegatos. 
c. Derecho a juzgado imparcial. 
d. Tienen la obligación de espetar una buena notificación y audiencias a las 
partes. 
e. Tiene derecho el acusado o agraviado de presentar medios de pruebas que 
acrediten sus pretensiones. 
El debido proceso es una garantía constitucional en la que garantiza que 
el proceso se despliegue con todas las garantías esenciales y justas que 
favorezcan equitativamente y no arbitrario (Garcia y Contreras, 2013). 
Garzón (2016), nos dice que el debido proceso no solo es una caución 
constitucional compleja que abarca varios subtipos de derechos fundamentales 
como a la igualdad, presunción de inocencia y proporcionalidad para una justicia 
razonable, sino que también tiene que ser aplicable en todo los procesos e 
instancias normativas, ya sea en la etapa prejudicial o judicial.  
En tal sentido la sentencia del Tribunal Constitucional del Expediente N° 
07094-2013-PA/TC – Huaura; refiere que el principio al debido proceso es una 
garantía, debido a que avala las garantías y derechos fundamentales que 
restringen el completo ejercicio de la función jurisdiccional. Estos atributos de 
mandando jurídico, que de manera muy minuciosa va terminar que se regule en 
todos los procesos, ya que tiene un contenido constitucional, por tanto, está 
protegido constitucionalmente, por ende, cualquier afectación a sus contenidos 
autónomos, se va considerar como vulneración del debido proceso. 
Ferrer (2015) Manifiestan que el debido proceso es un requisito en los 
que los asuntos legales se resuelven conforme a los principios y reglas 
establecidas y que los seres humanos sean tratados de una manera justa y 
legitima, con ello menciona que el debido proceso es aplicable tanto en los 
procesos penales, laborales, como civiles. 
Por ello en los países con sistemas legales las personas esperan que los 
derechos que se encuentran consagrados en sus constituciones sean aplicados 
de manera justa, por consiguiente, al existir el debido proceso es que les 
garantice que no se le violarán sus derechos. 
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Habiéndonos referidos al debido proceso, a continuación, nos 
referiremos al derecho de defensa. En ese sentido, García y Contreras (2013) 
refiere que el derecho a la defensa es un derecho primordial que está  garantiza 
en la constitución y de naturaleza procesal, que se forja como interdicción de la 
indefensión, ya que la indefensión es la privación de todos los instrumentos de 
defensa dentro de un proceso y la inaplicación de igualdad entre las partes, así 
no llevándose a cabo el principio contradictorio, por lo contrario el derecho a la 
defensa es una garantía específica del debido proceso, asimismo manifiesta 
que el derecho a la defensa es formalmente un principio de refutación de los 
autos procesales. 
Matyas (2015) manifiesta que el derecho a la defensa del denunciado es 
una garantía constitucional y convencional, inclusive, menciona cuatro garantías 
que constituye del derecho al amparo que son: 
a. Derecho a la defensa material 
b. A tener un abogado durante las investigaciones preliminares hasta el 
juzgamiento. 
c. A realizar las controversias por medio de presentación de las pruebas y 
debatir las que se encuentran en su contra. 
d. A refutar la sentencia condenatoria. 
El derecho a la tutela es parte del debido proceso y es requerimiento 
esencial de validez, y nos dice también que reside en la posibilidad jurídica y 
material de poder ejercer su derecho a la defensa de los intereses y derechos 
de la persona, para aseverar el principio de equivalencia de las partes y la 
contradicción dentro del proceso (Cruz, 2015). 
Rodríguez, (2018) manifiesta el derecho a la defensa está inserto dentro 
del debido proceso, por lo que debe estar vigente tanto en la etapa pre procesal 
como procesal, para que exista una correcta defensa entre las partes, por lo que 
debe de informarle a la otra parte desde el momento que se interpuso la 
denuncia para defenderse de la manera eficaz a sus propios derechos, ya que 




Siguiendo con nuestro análisis, a continuación, trataremos el derecho a 
la prueba. Así tenemos que Franciskovic (2019), argumenta que el derecho a la 
prueba es un derecho fundamental propiamente dicho, por ser inherente a los 
sujetos procesales. Se encuentra amparado en nuestra norma constitucional.  
Del mismo modo, en el cuerpo normativo del código Procesal Civil. Por otro 
parte, uno de los objetivos principales que tiene el derecho a la prueba es de 
dar la oportunidad a las partes de acreditar y fundamentar de forma fehaciente 
lo que afirman respecto a un hecho materia de investigación, esto a través de 
pruebas que en su oportunidad deberán ser merituadas debidamente por el 
juzgador al momento de ser admitidas, en aras de brindar un debido proceso. 
El derecho a la prueba, es un derecho constitucional inmerso en el debido 
proceso y la tutela jurisdiccional, ya que acarrea el derecho a ser odio, a 
contradecir y el derecho a la defensa, todos los cuales son exigibles en los 
procesos penal, civil, administrativo y laboral. Asimismo, para que el juez pueda 
brindar una debida administración de justicia debe contar con pruebas que le 
conduzcan a tomar una decisión justa. Tales pruebas no sólo deben ser meros 
indicios de lo manifestado por alguna de las partes, sino que deben poseer 
credibilidad respecto al hecho denunciado, pues en caso contrario, se afectaría 
la recta administración de justicia al momento de iniciar un proceso, en el cual 
no existen instrumentos que avalen el amparo del derecho que se busca ser 
reconocido y protegido (Yáñez y Castellano, 2016). 
Consecuentemente, Saldaña, Quezada y Durán (2019), mencionan que 
el debido proceso incluye ciertas garantías constitucionales, como 
supranacionales. Dentro de ellas se encuentra la debida notificación al 
investigado para que, oportunamente, tenga conocimiento de los hechos que se 
le imputa y, de esta manera, pueda ejercer su derecho a la defensa. Asimismo, 
el iniciar un proceso requiere una investigación previa, basada en reglas y 
principios, para una recta administración de justicia, a fin de que no se 
transgredan derechos fundamentales del procesado y haya igualdad entre las 
partes del proceso. De esta manera, se busca el cumplimiento de un modelo 
acusatorio adversarial y no meramente un modelo sancionador, puesto en caso 
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contrario el acusador se convertiría en un inquisidor, vulnerando los derechos 
del o los acusados. 
Asimismo, Manterola (2020), nos dice que mediante las notificaciones se 
da a conocer el proceso que se ha instaurado o el avance del proceso a las 
partes o terceros pertenecientes a un determinado proceso. Este objetivo se 
realiza de distintas formas, ya sean notariales o documentales, donde 
necesariamente debe hacerse uso de cédulas, las cuales deben estar dirigidas 
hacia el domicilio real o procesal de los sujetos intervinientes en el proceso. En 
tal sentido, la notificación viene a ser un acto procesal de trasmisión que no 
afecte la debida defensa de partes, sobre todo del acusado, claro está al 
momento de iniciar el proceso. 
En este tema Artavia y Picado (s.f.) manifiesta que en el procedimiento 
judicial debe de cumplirse sin dolo; es decir, que se tiene que cumplir con las 
formalidades legales, ya que prima la igualdad ante la ley, por ende, la 
notificación es un elemento fundamental en la vía procesal, ya que tiene la 
función de poner en conocimiento de su adversario la acción que se interpuso 
contra él, o de ponerse en conocimiento a las partes o interesados sobre una 
resolución, apercibimiento; debido a que se encuentra vinculado con el derecho 
a la defensa, para que así los procesados puedan confirmar las afirmaciones o 
negar en todo caso, como también impugnar las resoluciones, cumpliendo las 
formalidades con el debido proceso. Asimismo, indica que existe varias 
modalidades de notificación ya sea por vía correo, por notario, personal, en casa 
habitación, domicilio real o registral. 
Zabaleta (2017) menciona que dentro del ámbito del debido proceso 
encontramos el principio de contradicción que es esencial en el desarrollo 
judicial, pues permite que las partes pueda presentar libremente sus 
pretensiones, formular denuncias, presentar pruebas, defensa y contradecir las 
aseveraciones de la otra parte, ya que es garantía de los derechos procesales, 
que prima el derecho dentro de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Para que no exista una vulneración al principio de contradicción es un 
requisito fundamental el derecho a ser informado respecto a la acusación en su 
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contra, asimismo manifiesta que al no ser informado de la acusación seria 
monologo ya que solo se basaría los hechos con las declaraciones de la 
agraviada, por la que se afectaría el proceso ya que no se podría hallar la verdad 
con la sola manifiesta unilateral (Ruiz y Ponce, 2016). 
Cuba (2015), enfatiza que el principio de contradicción o llamada también 
de controversia se ve afectado, cuando el juez dicte una resolución sin que el 
acusado haya tenido la oportunidad de ser oída, asimismo manifiesta que el 
principio de contradicción es una pieza fundamental del derecho al amparo. 
El derecho contradictorio sobre las pruebas aportadas durante un 
proceso o manifestaciones vertidas por las víctimas, deben ser de conocimiento 
por el denunciado con el fin de este pueda negar u oponerse a ciertas o totales 
acusaciones en su contra o de ser el caso participar en determinadas 
producciones que se crean convenientes para el esclarecimientos de los hechos 
materia de investigación, de esta manera se garantiza el principio de publicidad 
de las pruebas y sobre todo el principio de contradicción que debe de tener todo 
debido proceso judicial (Zapata y Valencia, 2014). 
Sobre el plazo razonable Perea y Laférriere (2016) Determina que el 
tener un tiempo necesario para la realización de ciertas actuaciones, ello implica 
el emitir ciertas resoluciones determinando el nivel de afectación del derecho 
que se busca ser protegido, esto a través de medios que fundamentan 
adecuadamente los hechos materia de investigación; empero, siempre se debe 
de tener presente los derechos de las partes, entre ellas tener un plazo 
razonable con el fin de que la contraparte pueda ejercer su derecho legitimario 
como es la defensa.  
Ante ello Torres (2016) manifiesta que el plazo razonable es una garantía 
procesal, ya que viene hacer un instrumento indispensable dentro del debido 
proceso, para obtener una pronta respuesta, una disposición o una resolución 
firme. Por ende, el plazo razonable debe ser justo, para que los órganos 
jurisdiccionales resultan de manera muy pronta el litigio que les conllevo a un 
proceso a las partes, asimismo, debe de cumplir con los presupuestos judiciales 
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sin ninguna demora de tiempo que no sean justificadas por los órganos 
jurisdiccionales competentes que asumieron la disputa.  
Por consiguiente, se transgrede el debido proceso y lo que conlleva ello, 
al momento que, al dictarse las medidas de protección, no hay una debida 
notificación al investigado, por el corto tiempo que se tiene para la diligencia, así 
vulnerando los derechos del denunciado; debido que en muchos casos se 
realiza la audiencia sin la presencia del investigado por no haberse notificado, 
con consiguiente se les deniega los siguientes actos: 
- Se vulnera cuando no hay una debida notificación al denunciado, para 
que este tenga conocimiento sobre lo que se acusa. 
- Cuando no hay un plazo razonable para que el acusado pueda 
absolver sobre lo que se le está acusando, por lo tanto, no ejerce su 
derecho a la defensa, que dentro de ello se encuentra plasmado el 
derecho a la contradicción y el derecho a la prueba. 
- Asimismo, al llevarse a cabo la audiencia sin la presencia del 
imputado. 
Casado (2016) menciona que el derecho moral es conocido pretium 
doloris en el Derecho común y schmerzengeld en el Derecho Germánico, que 
se identifica por el menoscabo moral que afecta a la esfera psíquica que se basa 
en los sentimientos, en la reputación, el sufrimiento, en la angustia, que se 
produce por calumnia de hechos aparente. 
Por otro lado, Orozco (2020) refiere que el daño moral se percibirá la 
afectación en los los bienes inmateriales de la persona, que vendrán hacer las 
esferas de las vivencias, sentimientos; de la misma forma, menciona que el 
derecho moral es un daño a derechos vinculados a la personalidad de la 
persona ya que deteriora o perturba a un derecho. 
Finalmente, los daños morales se caracterizan por el dolor psicológico 
que sufre el individuo, sufrimiento interno que ha experimentado la víctima 
debido al hecho dañoso, ya que el daño moral va acompañado de dolor, 




El derecho al honor esta estipulada en el artículo 2 inciso 7 de nuestra 
constitución política de 1993. 
De verda (2015) considera que el Honor es muy importante, ya que de 
eso depende tu valor como persona; pero un hombre puede estar en deshonra 
sin darse cuenta. Tal es así que el honor es la recompensa de la virtud; sin 
embargo, un hombre virtuoso puede ser deshonrado sin que este tuviese culpa 
alguna. 
El derecho al honor y la buena reputación, tiene un vínculo con la 
dignidad humana, ya que esto también protege el derecho a la buena imagen; 
en la que tiene dos dimensiones una interna (es la propia valoración que tiene 
uno mismo) y otra externa (que está relacionado con la buena reputación e 
imagen); por ende, la dignidad humana es el bien jurídico protegido del derecho 
al honor en la cual se vendría afectado al atribuirle un delito falsamente a una 
persona o de informar indebidamente (Figueroa, 2016). 
Iyer (2018) argumenta que el derecho al honor es la valoración que los 
demás tienes hacia la persona, llamadas como la reputación y la buena fama, 
es decir el respeto que los demás tiene hacia su persona por la virtud que ha 
demostrado. También destaca que la calumnia se va materializar cuando el 
sujeto activo le inculpa a al sujeto pasivo (victima) un hecho delictivo, sabiendo 
que no se cometió ningún acto el sujeto pasivo con la finalidad de lesionarle, 
asimismo manifiesta que la calumnia es dolosa. 
Villanueva (2016) concluye que el derecho al honor es una garantía 
constitucional ya que está unido con la dignidad humana, por ser de una esfera 
e inherente a la persona, asimismo se vulnera tal derecho por calumnia o injuria 
debido a que se estaría afectado a su buena imagen al inculparle delitos que 
no ha ocasionado y llenarle de adjetivos vulgares. 
La dignidad y el honor como derechos personales que no son 
patrimoniales y que pueden verse afectadas en las relaciones privadas en las 
que el policía participa como persona privada. Al mismo tiempo, en el ámbito 
de las relaciones privadas, y que estas tienen un carácter especial de fomentar 
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la confianza uno a uno, es por ello la posibilidad de poder proteger la dignidad 
y el honor son limitadas (Vyacheslav, 2019). 
En tal sentido a todo lo mencionado podemos tomar como claro ejemplo 
a la jurisprudencia de Nulidad N°506-2020 APURIMAC, en donde se puede ver 
claramente el actuar de mala fe de la supuesta víctima, quien solo por cólera 
hacia su pareja denuncia haber sido víctima de violencia, tal es así que llegaron 
a privarle su libertad al denunciado, al transcurso del proceso la agraviada se 
retractó y presentó una declaración jurada manifestando que ella misma fue 
quien se había ocasionado la lesión, por ende la Sala Superior manifiesta que 
las declaraciones juradas no son elementos idóneos para verificar sucesos o 
afirmaciones de dicha realidad por su insuficiente inmediatez con los órganos 
de justicia, en tal sentido se hace mención que la fiscalía debería de plantear 
mejor su teoría del caso, ya que la constitución Política nos menciona que todo 
ser humano es considera inocente hasta que se demuestre su culpabilidad. Sin 
embargo, pese a que vivimos en un estado de derecho, la aplicación de las 
leyes no se da de manera igualitaria, ya que el estado brinda mayor protección 
a las mujeres, dejando de lado a los supuestos agresores quienes de manera 
indirecta se vuelven víctimas de sus supuestas victimarias. 
 
III. METODOLOGÍA 
La presente investigación es de enfoque cualitativo, debido a que se 
pretendía analizar si la auto victimización de la mujer trae consecuencias 
jurídicas y vulnera el debido proceso del denunciado, de esta manera 
mencionamos al autor Hernández (2014) quien nos manifiesta que no se puede 
dar métodos de recolección de datos estandarizados ni determinados en la 
investigación cualitativa, es así que con la recopilación de información se 
adquiere de los puntos de vista o perspectivas de los sujetos participes. Por el 
cual resultan interesantes, ya que el investigador realiza preguntas abiertas, así 
obtiene información, para luego analizarlas y describirlas, para luego vincularla 
y reconocerla. (p.8) 
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3.1. Tipo y diseño de investigación 
Tipo de investigación 
La investigación en curso es básica, ya que se tiene la finalidad de 
ampliar los conocimientos científicos que nace de fenómenos de la realidad 
bajo la observación (Espinoza, 2014, p. 90). 
Diseño de investigación 
Hernández (2014) Nos menciona que el diseño cualitativo de la 
investigación se describe al abordaje general que se maneja en el proceso de 
la investigación, ya que esta es más abierta y flexible, dicho esto el curso de 
los hechos guiados por el campo, ya que este incluye a la evolución, los 
participantes, acontecimientos, donde el diseño se concertara a las condiciones 
del ambiente a tomar en cuenta. 
Lo cual se podría decir que el diseño es el modo de conceptualizar un 
problema de investigación de esa forma instalarlo dentro de una estructura, y 
que este sea guía para la recopilación, experimentación y el análisis de datos. 
La presente investigación estuvo encaminada en analizar cuestiones 
relacionados a la violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar, en 
donde vemos que se vulnera los derechos del denunciado de la ley N°30364, y 
un uso indebido de esta norma, ya que hay mujeres que realizan denuncias 
autovictimisándose, debido a que esta norma sobreprotege a la mujer; por 
tanto, nuestro diseño de investigación es: estudio del caso. 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 
Vimos también por conveniente la opinión de Rodríguez, Guevara y 
Munster (2015) donde nos dicen que las categorías deben de ser 
fundamentadas y estas se dan con el proceso de recopilación, indagación la 
cuales emergen del levantamiento de referencias significativas desprendidas 
de la propia investigación, dando la categoría apriorística. 
En tal sentido nuestras categorías son las siguientes: 
o La autovictimización 
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o Vulneración del debido proceso 
o Consecuencias jurídicas de la autovictimización 
Como subcategorías tenemos: 
o Las medidas de protección. 
o Derecho a la defensa 
o Derecho a la Prueba. 
o Derecho a la Notificación. 
o Derecho a la contradicción. 
o Daño moral. 
o Derecho al honor. 
3.3. Escenario de estudio 
La investigación en curso se llevó a cabo en la Corte Superior de Ancash, 
en estudios jurídicos particulares en materia de Derecho Penal de la ciudad de 
Huaraz, a los denunciados de violencia hacia los integrantes del grupo familiar 
y la mujer, así también a la fiscalía de la provincia de Huaraz. 
3.4. Participantes 
Los participantes que consideraremos importantes y pertinentes para la 
presente investigación serán: 
o Dos Jueces de Familia de la Corte Superior de Ancash. 
o Dos Fiscales de la Fiscalía Penal Corporativa de la Provincia de 
Huaraz. 
o Cuatro abogados especializados en materia de Derecho Penal. 
o Tres denunciados por violencia hacia la mujer e integrantes del 
grupo familiar. 
Cabe mencionar que para la elección de número de participantes se disminuyó, 
ya que primeramente estaba considerado los participantes 02 Jueces de Familia 
de la Corte Superior de Ancash, 03 Fiscales de la Fiscalía Penal Corporativa de 
la Provincia de Huaraz, 06 abogados especializados en materia de Derecho 
Penal y 03 denunciados por violencia hacia la mujer e integrantes del grupo 
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familiar, debido a la situación actual del estado de emergencia sanitaria de Covid-
19, que suscita nuestro país. 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
Hernández (2014) nos manifiesta que el aspecto cualitativo se realiza 
utilizando técnicas de observación, entrevistas de tipo abiertas, evaluación y 
revisión de documentos y experiencias, menciona además la introspección de 
los grupos o comunidades las cuales tienen un registro de vida o historias. 
El instrumento que se usó para la recolección de datos fue la guía de 
entrevista. Así encontramos que Baena (2017) menciona que existen distintas 
formas de indagar, tal es así que nos dice, que se usan técnicas que se tornan 
respuestas al “como hacer”, y que esta permite el uso aplicativo del método en 
el contorno que se aplica. Así también manifiesta que las técnicas son prácticas 
conscientes y reflexivas encaminadas al apoyo del método; asimismo, señala 
que la entrevista nos permite obtener una información general, pero muy útil, 
sobre el tema que se está investigando, ya sea como se ha admitido cierto 
acontecimiento o como tolera la gente algún hecho suscitado, dicho sea esto nos 
ayuda a detectar como se toma cierto hecho, a esto se le llama clima de opinión. 
(p. 79). 
Siendo así para el correcto desarrollo de la presente investigación se 
realizó la técnica de recolección de datos mediante la entrevista, ya que esto nos 
ayudó a lograr con más libertad la recopilación de información de nuestra 
investigación 
3.6. Procedimientos 
En esta investigación se realizó una ficha de entrevista que estuvo 
constituido por 18 preguntas, que estuvo dividas en 4 sectores, cinco preguntas 
para los Jueces de Familia de la Corte Superior de Ancash, cinco preguntas 
para los Fiscales de la Fiscalía Penal Corporativa de la Provincia de Huaraz., 
cinco preguntas Abogados especializados en materia de Derecho Penal y tres 
preguntas para los denunciados por violencia a la mujer o integrantes del grupo 
familiar; después de haber determinado a los sujetos procesales, se realizó la 
entrevista, la cual estuvo analizada y dado su aprobación de la validación por 
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los juicios expertos la guía de entrevista; seguidamente se realizó la formal 
invitación, a los jueces de Familia de la Corte Superior de Ancash, fiscales Penal 
Corporativa de la Provincia de Huaraz, abogados especializados en materia de 
Derecho Penal y denunciados violencia a la mujer o integrantes del grupo 
familiar; una vez que se nos dio la aceptación, se señaló la fecha, día y hora, 
creamos el link correspondiente para la conectividad y realizamos la entrevista; 
asimismo, nos acercamos a los estudios jurídicos para la realización de los 
entrevista a los abogados especialista en material penal, finalmente nos 
brindaron los aportes para esta investigación. 
3.7. Rigor Científico 
Hernández (2014) menciona que para evaluar acerca del rigor científico 
se tiene en cuenta algunos criterios, en los cuales encontramos: la consistencia 
lógica, la dependencia, la credibilidad, confiabilidad, la aplicabilidad y la 
validación por juicio de expertos. 
3.8. Método de análisis de datos 
En el presente proyecto de investigación tuvimos que aplicar el método 
interpretativo y analítico con los instrumentos concernientes a la recopilación de 
información entre ellas la guía de entrevista y la entrevista personal, donde las 
entrevistas se realizaron de manera consentida y voluntaria; asimismo, algunas 
de las entrevistas son de aspecto anónimo y confidencial. 
3.9. Aspectos éticos 
La presente investigación es netamente original, ya que está bajo los 
parámetros de la guía metodológica de la Universidad César Vallejo, por 
consiguiente, la información que ha sido plasmada en el trabajo es veraz y 
confiable ya que se obtuvo información de fuentes fidedignas y se consignaron 
todos los autores de las cuales se obtuvo información debidamente citada con 
las normas APA, asimismo cuenta con porcentaje (por debajo del 25 %) 





IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. Resultados 
Respecto al objetivo general, se tiene que los entrevistaron señalaron 
que la autovictimización de la mujer en los procesos de violencia contra la mujer 
e integrantes del grupo familiar genera una afectación a los derechos al honor, 
dignidad, reputación y buen nombre del denunciado, en tanto que dicha actitud 
asumida por la mujer puede dar lugar, incluso, a los delitos de calumnia y 
difamación. Asimismo, también puede producir la afectación económica, 
patrimonial y laboral del denunciado, quien como consecuencia de ello podría 
contar con antecedentes penales, que le dificultarían conseguir un trabajo. De 
igual forma, indicaron que el proceder de la mujer que se autovictimiza podría 
generar que se dicten medidas de protección gravosas que podrían dar lugar 
al alejamiento del progenitor con sus hijos, lo cual daría lugar a la vulneración 
del interés superior del niño, afectando su desarrollo emocional y espiritual. Del 
mismo modo, los entrevistados manifestaron que se causa un daño moral y 
psicológico, pero; esta es de persecución privada en la que la fiscalía ya no es 
participa. Finalmente indicaron que, si llega a probar la inocencia del 
denunciado, la fiscalía ya no actúa en eso, debido a que es el agraviado quien 
debe de proceder con la actuación en otra vía. 
Respecto al primer objetivo específico, las opiniones de los entrevistados 
fueron que los criterios que se toman para dictarse las medidas de protección 
son lo que están establecido en el artículo 33º de la Ley Nº 30364 “Ley Para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes 
del Grupo Familiar”. En ese sentido, el juez, para dictar medidas de protección, 
debe tener en cuenta la relación que existe entre la víctima y el agresor, la 
vulnerabilidad de la persona; asimismo, indicaron que no todos los casos son 
iguales ya que la gravedad de los hechos no siempre está relacionada con el 
factor de riesgo y los antecedentes penales o policiales que pueden tener. Uno 
de los criterios que se adopta es que las medidas de protección se dictan con 
la sola declaración de la víctima, ya sea ésta de manera escrita o que hayan 
recurrido a la sede policial, puesto que en virtud de los principios contemplados 
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en la Ley Nº30364 el juez está obligado a tener una intervención oportuna e 
inmediata. 
Respecto al segundo objetivo específico, los entrevistaron mencionaron 
que los derechos que se viene afectando al expedir medidas de protección con 
la sola declaración de la víctima son el debido proceso y el derecho de defensa, 
el cual se encuentra previsto en la Constitución como un derecho fundametal. 
Efectivamente, la regulación prevista para el otorgamiento de medidas de 
protección no garantiza un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los 
denunciados, puesto que muchos de ellos en las entrevistas afirman que ni 
siquiera estuvieron enterados de las denuncias en su contra, pese a lo cual se 
dictaron medidas de protección. Ello impide que puedan ejercer su derecho de 
defensa presentando sus descargos o aportando medios probatorios que 
puedan desvirtuar lo dicho por la denunciante, que, debido a esto, incluso en 
los supuestos en los que falte a la verdad, no existe manera de su dicho pueda 
ser contrastado con la versión del denunciado y de esta manera alcanzar la 
verdad. De este modo, se impide que los denunciados puedan presentar sus 
descargos, debido a que la judcatura solo se basa en las declaraciones de las 
mujeres, no importando si se le está difamando o dañando su dignidad ante la 
sociedad. En ese sentido, se afecta también su derecho a ser debidamente 
notificados del inicio del proceso. 
4.2. Discusión 
De los resultados obtenidos mediante la entrevista respecto al objetivo 
general, se tiene que los entrevistaron señalaron que la autovictimización de la 
mujer en los procesos de violencia contra la mujer e integrantes del grupo 
familiar genera una afectación a los derechos al honor, dignidad, reputación y 
buen nombre del denunciado, en tanto que dicha actitud asumida por la mujer 
puede dar lugar, incluso, a los delitos de calumnia y difamación. Asimismo, 
también puede producir la afectación económica, patrimonial y laboral del 
denunciado, quien como consecuencia de ello podría contar con antecedentes 
penales, que le dificultarían conseguir un trabajo. De igual forma, indicaron que 
el proceder de la mujer que se autovictimiza podría generar que se dicten 
medidas de protección gravosas que podrían dar lugar al alejamiento del 
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progenitor con sus hijos, lo cual daría lugar a la vulneración del interés superior 
del niño, afectando su desarrollo emocional y espiritual. Del mismo modo, los 
entrevistados manifestaron que se causa un daño moral y psicológico, pero; 
esta es de persecución privada en la que la fiscalía ya no es participa. 
Finalmente indicaron que, si llega a probar la inocencia del denunciado, la 
fiscalía ya no actúa en eso, debido a que es el agraviado quien debe de 
proceder con la actuación en otra vía. 
Haciendo una comparación con la tesis de Villacis (2013) titulada La 
Falsa Denuncia sobre Violencia Intrafamiliar, Presentada ante la Comisaria de 
la Mujer y la familia y el daño Moral Ocasionado en la Familia; ellos enfatizan 
que solo se está afectando el daño moral a las familias constituidas en la ciudad 
de Ambato con la presentación de falsas denuncias por violencia intrafamiliar, 
por otro lado manifestaron que violentan el derecho al honor, reputación y buen 
nombre de los denunciados, y otros consideran que no se estaría 
transgrediendo el derecho al honor, reputación y buen nombre de los 
denunciados.  
Es así que de los dos puntos de vista mencionados anteriormente 
nosotras podemos resaltar que de conformidad al citado trabajo de 
investigación se considera que la autovictimización solo genera daño moral, así 
como afectación al derecho al honor, la reputación y buen nombre de los 
denunciados; mientras tanto en nuestro país, específicamente en la ciudad de 
Huaraz, los entrevistados manifestaron que la autovicitmización tiene un mayor 
alcance, esto  no solo genera daño moral y afectación al derecho al honor, la 
reputación y el buen nombre, sino que también produce afectación económica, 
patrimonial, laboral y el interés superior del niño en el caso de que las partes 
tuvieran una familia conformada. 
Por otra parte, respecto al primer objetivo específico, las opiniones de 
los entrevistados fueron que los criterios que se toman para dictarse las 
medidas de protección son lo que están establecido en el artículo 33º de la 
Ley Nº 30364 “Ley Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
las Mujeres y los Integrantes del Grupo Familiar”. En ese sentido, el juez, para 
dictar medidas de protección, debe tener en cuenta la relación que existe entre 
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la víctima y el agresor, la vulnerabilidad de la persona; asimismo, indicaron 
que no todos los casos son iguales ya que la gravedad de los hechos no 
siempre está relacionada con el factor de riesgo y los antecedentes penales o 
policiales que pueden tener. Uno de los criterios que se adopta es que las 
medidas de protección se dictan con la sola declaración de la víctima, ya sea 
ésta de manera escrita o que hayan recurrido a la sede policial, puesto que 
en virtud de los principios contemplados en la Ley Nº30364 el juez está 
obligado a tener una intervención oportuna e inmediata. 
Desde el punto de vista de Yumpe (2019), en su tesis titulada 
Otorgamiento de Medidas de Protección en Casos de Violencia Familiar, 
Primer Juzgado de Familia de Huánuco – 2018 ha concluido que al momento 
de interponer la denuncia las víctimas por violencia contra la mujer o los 
integrantes del grupo familiar no se les llega a otorgar las medidas de 
protección, debido a que el juzgado solo cuenta con la declaración de la 
víctima (denuncia), lo cual no es suficiente sino que es necesario que la 
víctima se someta a una pericia psicológica o en casos de violencia física pase 
un examen médico legal. 
Cabe destacar que los entrevistados y el autor del trabajo mencionado 
son de nacionalidad peruana. No obstante, se advierte que no existe una 
opinión uniforme respecto al tema, puesto que los jueces de Huaraz que han 
sido entrevistados señalan que para distar medidas de protección tienen a la 
vista no sólo la denuncia de parte, sino también otros elementos tales como 
ficha de evaluación de riesgo y antecedentes del denunciado, criterios que son 
establecidos en la Ley Nº 30364. Asimismo, señalan que no es necesario que 
se cumpla con los criterios previstos en el artículo 33º de la citada ley, porque 
se pueden otorgar medidas de protección con la sola declaración de las 
víctimas, en tanto que en este tipo de casos las medidas de protección deben 
expedirse de manera oportuna e inmediata.  
De otro lado, en la ciudad de Huánuco, como lo menciona el autor 
Yumpe en base a sus resultados manifiestan, que para dictarse las medidas 
de protección se requiere el certificado médico y la pericia psicológica, por lo 
que en muchos casos no se llega a otorgar estas medidas de protección. 
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 En consecuencia, se presenta una sustancial diferencia entre la 
interpretación de los Juzgados de la ciudad de Huaraz y de la ciudad de 
Huánuco, puesto que en esta última la judicatura se inclinaría por exigir un 
mayor sustento probatorio para dictar medidas de protección.  
Respecto al segundo objetivo específico, los entrevistaron 
mencionaron que los derechos que se viene afectando al expedir medidas de 
protección con la sola declaración de la víctima son el debido proceso y el 
derecho de defensa, el cual se encuentra previsto en la Constitución como un 
derecho fundametal. Efectivamente, la regulación prevista para el 
otorgamiento de medidas de protección no garantiza un adecuado ejercicio 
del derecho de defensa de los denunciados, puesto que muchos de ellos en 
las entrevistas afirman que ni siquiera estuvieron enterados de las denuncias 
en su contra, pese a lo cual se dictaron medidas de protección. Ello impide 
que puedan ejercer su derecho de defensa presentando sus descargos o 
aportando medios probatorios que puedan desvirtuar lo dicho por la 
denunciante, que, debido a esto, incluso en los supuestos en los que falte a 
la verdad, no existe manera de su dicho pueda ser contrastado con la versión 
del denunciado y de esta manera alcanzar la verdad. De este modo, se impide 
que los denunciados puedan presentar sus descargos, debido a que la 
judcatura solo se basa en las declaraciones de las mujeres, no importando si 
se le está difamando o dañando su dignidad ante la sociedad. En ese sentido, 
se afecta también su derecho a ser debidamente notificados del inicio del 
proceso. 
Del mismo modo, con este proceder se vulnera el derecho a la prueba 
de los denunciados, ya que los juzgados de familia reciben la denuncia, ya 
sea directa o indirectamente, y seguidamente, sin recabar ningún elemento 
probatorio adicional, se otorgan medidas de protección. Es decir, no se 
efectúa ninguna previa investigación. En ese sentido, los entrevistados llegan 
a manifestar que las audiencias de otorgamiento de medidas de protección 
son algo informales, no cumpliéndose, conforme ya se ha mencionado, con 
mínimas exigencias para garantizar el derecho de defensa del denunciado, de 
tal modo que tampoco se garantiza su presencia en las audiencias. Sin 
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embargo, el artículo 155° del Código Civil establece el objeto de la notificación, 
tal es así que la norma faculta a que se le notifique a ambas partes, pero no 
se llega a cumplir, ya que según los denunciados que hemos entrevistado, no 
se les ha llegado a notificar; finalizando las entrevista manifestaron que debe 
establecerse un plazo razonable en la norma, para que puedan ejercer su 
derecho a la defensa, su derecho a la contradicción, ya que todos somos 
iguales ante la ley. 
Cabrera (2018), en su tesis manifiesta que el proceso posee varias 
imperfecciones desde el momento que se inicia hasta su sanción, debido a 
que hay una desigualdad ante la ley, ya que en casos que la víctima de 
violencia sea un varón, el trato de la Judicatura es diferente, debido a que las 
leyes en su mayoría favorecen a la mujer, del mismo modo haciendo mención 
al derecho penal, esta constituye o expresa el derecho penal en favor de las 
mujeres en estos casos favoreciendo a la mujer, por lo que estaría vulnerando 
el derecho a la igualdad que está constituido en nuestra constitución, así como 
el principio de legalidad, el principio de culpabilidad, y proporcionalidad, por 
tanto entran en conflicto el derecho penal con la ley penal. 
Finalmente, compulsando las opiniones vertidas con anterioridad 
nosotras estamos de acuerdo con lo expresado por Cabrera (2018) porque 
también somos del criterio que se vulnera el derecho a la igualdad ante la ley, 
en tanto que la Ley 30364 establece una situación de desigualdad entre 
hombres y mujeres, favoreciendo a estas últimas, en tanto que con su sola 
declaración se están otorgando medidas de protección a su favor, 
simplemente asumiéndose que lo que dicen es la verdad. En realidad, lo que 
se hace es establecer un tratamiento tuitivo hacia las mujeres y víctima de 
violencia, ante todo en aplicación del enfoque de género. No obstante, ello 
vulnera principios elementales del debido proceso, que son: la igualdad 
procesal, el derecho de contradicción, el derecho a la prueba e inclusive el 
derecho a la presunción de inocencia, dado que aun cuando formalmente las 
medidas de protección no tienen carácter sancionatorio, en la práctica pueden 
ser muy gravosas para los derechos del denunciados, por ejemplo cuando se 
disponen retiros del domicilio o prohibición de acercamiento, a no decir de los 
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antecedentes negativos que se generan y que pueden limitar la posibilidad de 


























Primero: La autovictimización de la mujer al realizar denuncias falsas 
en las que asumen un rol de víctimas que en realidad no tienen y que les 
permite obtener medidas de protección a su favor, trae consigo la vulneración 
del derecho al debido proceso, así como un daño moral y patrimonial al 
denunciado, a su honor y buen nombre, también afectándose el interés 
superior del niño cuando entre denunciante y denunciado existen hijos en 
común. 
 
Segundo: El otorgamiento de medidas de protección conforme a la 
regulación de la Ley 30364, que permite el otorgamiento de medidas de 
protección sin necesidad de recabar mayores elementos probatorios e incluso 
con la sola declaración de la víctima, vulnera los derechos al debido proceso, 
derecho de defensa, derecho de contradicción, derecho a la prueba y derecho 
a la presunción de inocencia. 
 
Tercero: Se ha podido establecer de las entrevistas recabadas que los 
jueces de la ciudad de Huaraz refieren que, antes de dictar medidas de 
protección, toman en cuenta los criterios establecidos en el artículo 33° de la 
Ley N° 30364, tales como ficha de valoración de riesgo, existencia de 
antecedentes policiales, sentencias en contra de la persona denunciada por 
actos de violencia familiar, así mismo la relación que tienen la víctima con la 
persona denunciada, la diferencia de edades y la relación de dependencia 
económica que existe entre la víctima y el denunciado. Sin embargo, en 
realidad, se ha podido advertir que, en algunos casos, no se vendría 
observando el cumplimiento de los criterios antes mencionados, sino que 
únicamente se vendrían dictando medidas de protección con la sola 





Cuarto: Cabe mencionar que, conforme al análisis de los resultados 
obtenidos a través de las entrevistas, se puede señalar que la judicatura de la 
ciudad de Huaraz, otorga medidas de protección con la sola declaración de 
las víctimas, en el año 2020, por la circunstancia de la pandemia se ha dictado 
las medias de protección sin la audiencia, ya sea presencial o virtual (como 























Primero: Se sugiere que los jueces de la ciudad de Huaraz, al momento 
de otorgar medidas de protección, interpreten la Ley 30364 y su reglamento 
conforme a las exigencias constitucionales de derecho a la igualdad, derecho 
de defensa, debido proceso, que esta estipulada en el artículo 139° inciso 3 
de la constitución política del Perú, derecho a la prueba y presunción de 
inocencia, de tal modo que en la tramitación de este tipo de denuncias se 
garantice la posibilidad que el denunciado sea adecuadamente notificado y se 
recaben elementos probatorios mínimos (certificados medico legales, pericias 
psicológicas, etc.).  
 
Segundo: Se sugiere para evitar casos de autovictimización que se 
modifique la regulación de la Ley 30364 y su reglamento, en cuanto respecta 
a garantizar el derecho de defensa del denunciado y establecer criterios 
mínimos o elementos probatorios esenciales para poder dar credibilidad a la 
declaración de la víctima o poder establecer que tal declaración no se 
encuentra debidamente respaldada por elementos probatorios e incluso 
establecer en algunos casos la falsedad de la denuncia de parte. 
 
Tercero: Se sugiere que para no crear mayor carga laboral en los 
juzgados con los casos de lo que concierne las falsas denuncias, se tome 
antes en cuenta la labor fiscal con el tema de las investigaciones de las 
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Guía de entrevista 
 
 
Anexo. Instrumento de recopilación de datos 
FICHA DE ENTREVISTA 
(JUECES DEL JUZGADO DE FAMILIA) 
I. DATOS: 
Fecha: __________________   Hora: ___________ 
Entrevistado: 
_________________________________________________________________ 
Buenos días y/o tardes __________ primeramente agradécele por el tiempo que 
nos brinda para poder realizar la siguiente entrevista con fines académicos. 
Asimismo, comentarle que esta entrevista se realiza con el fin de profundizar sobre 
el tema de violencia hacia la mujer e integrantes del grupo familiar. 
II. CARACTERISTICAS DE LA ENTREVISTA: 
 La siguiente entrevista se realizará de manera confidencial si así lo requiere 
el entrevistado 
 Asimismo, tendrá una duración de 50 minutos 
aproximadamente. 
III. PREGUNTAS: 
1. ¿Qué criterios se toman en cuenta antes de dictarse las medidas de 
protección? 
2. Según lo establecido en la ley N°30364, ¿se vulnera el derecho de defensa 
del demandado al realizarse la audiencia del dictado de medidas de 
protección tan solo con la parte agraviada? 
3. ¿Se permitió al denunciado presentar pruebas de descargo durante la 
audiencia de las medidas de protección o antes? 
4. ¿Se otorgó el derecho al denunciado de expresar sus alegatos finales en la 
Audiencia? 
5. ¿Se dictó medida de protección con la sola afirmación de la denunciante? 
IV. CIERRE 





FICHA DE ENTREVISTA 
(FISCAL PENAL CORPORATIVO) 
I. DATOS: 
Fecha: __________________   Hora: ___________ 
Entrevistado: 
_________________________________________________________________ 
Buenos días y/o tardes __________ primeramente agradécele por el tiempo que 
nos brinda para poder realizar la siguiente entrevista con fines académicos. 
Asimismo, comentarle que esta entrevista se realiza con el fin de profundizar sobre 
el tema de violencia hacia la mujer e integrantes del grupo familiar. 
II. CARACTERISTICAS DE LA ENTREVISTA: 
 La siguiente entrevista se realizará de manera confidencial si así lo requiere 
el entrevistado 
 Asimismo, tendrá una duración de 50 minutos 
aproximadamente. 
III. PREGUNTAS: 
1. ¿Usted considera que en muchos casos las supuestas víctimas, realizan 
denuncias falsas? 
2. ¿Qué medidas se debería de tomar para la recepción de denuncias y 
acreditar la veracidad de estas? 
3. ¿Considera usted que con la presentación de falsas denuncias se violenta 
el derecho al honor, reputación y buen nombre de los supuestos 
agresores? 
4. ¿Considera usted que, la presentación de falsas denuncias por violencia 
familiar, ocasiona daño moral al investigado? 
5. ¿Al demostrarse la inocencia del denunciado, como se podría resarcir el 
daño ocasionado? 
IV. CIERRE 





FICHA DE ENTREVISTA 
(ABOGADOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA PENAL) 
I. DATOS: 
Fecha: __________________   Hora: ___________ 
Entrevistado: 
_________________________________________________________________ 
Buenos días y/o tardes __________ primeramente agradécele por el tiempo que 
nos brinda para poder realizar la siguiente entrevista con fines académicos. 
Asimismo, comentarle que esta entrevista se realiza con el fin de profundizar sobre 
el tema de violencia hacia la mujer e integrantes del grupo familiar. 
II. CARACTERISTICAS DE LA ENTREVISTA: 
 La siguiente entrevista se realizará de manera confidencial si así lo requiere 
el entrevistado 
 Asimismo, tendrá una duración de 50 minutos 
aproximadamente. 
III. PREGUNTAS: 
1. ¿Cree usted que, al dictarse las medidas de protección, se estaría 
vulnerando ciertos derechos del denunciado? ¿Cómo cuáles? ¿por qué? 
2. Considera Usted, ¿Que se debería establecer un plazo razonable para que 
el denunciado realice sus descargos antes de la audiencia del dictado las 
medidas de protección? 
3. ¿Creé Usted que, la ley N°30364, sobreprotege demasiado a las víctimas de 
violencia hacia las mujeres e integrantes del grupo familiar? 
4. ¿Considera usted que la supuesta víctima hace el uso indebido de las 
medidas de protección? 
5. ¿Considera usted que, la presentación de falsas denuncias por violencia 
familiar, ocasiona daño moral al investigado? 
IV. CIERRE 






FICHA DE ENTREVISTA 
(DENUNCIADOS POR VIOLENCIA HACIA LA MUJER O INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR) 
I. DATOS: 
Fecha: __________________   Hora: ___________ 
Entrevistado: 
_________________________________________________________________ 
Buenos días y/o tardes __________ primeramente agradécele por el tiempo que 
nos brinda para poder realizar la siguiente entrevista con fines académicos. 
Asimismo, comentarle que esta entrevista se realiza con el fin de profundizar sobre 
el tema de violencia hacia la mujer e integrantes del grupo familiar. 
II. CARACTERISTICAS DE LA ENTREVISTA: 
 La siguiente entrevista se realizará de manera confidencial si así lo requiere 
el entrevistado 
 Asimismo, tendrá una duración de 50 minutos 
aproximadamente. 
III. PREGUNTAS: 
1. ¿Puede hacernos un corto relato de lo sucedido en su proceso? 
2. ¿Se le notificó la denuncia antes de la audiencia de dictarse las medidas de 
protección? 
3. ¿Considera usted que, al haberse dictado las medidas de protección sin 
habérsele notificado, se le han vulneran algunos de sus derechos? 
IV. CIERRE 




























Anexo. Declaratoria de uso de formato de consentimiento informado 
 
 
Anexo. Formato de consentimiento informado 
 
 


















































Anexo. Evidencias Fotográficas.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
